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Bogotá, D. C., dieciocho (18) de junio de dos mil catorce (2014).


Decide la Corte el recurso de casación interpuesto por Teresa Pabón Torres, Rosa María Junco Páez, Gloria María Gutiérrez, Blanca Lilia Martín Ávila, Flor Ángela Mora de Díaz, María Antonia Piñeros Novoa, María Marina Quintero Herrera, María Josefina Ruíz Piñeros, y Gloria Stella Suárez Roa, contra la sentencia proferida por la Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Tunja, el 3 de septiembre de 2009, en el proceso que instauraron en contra de la ESE Hospital Regional San Antonio de Padua de Garagoa.
I. ANTECEDENTES:

Teresa Pabón Torres, Rosa María Junco Páez, Gloria María Gutiérrez, Blanca Lilia Martín Ávila, Flor Ángela Mora De Díaz, María Antonia Piñeros Novoa, María Marina Quintero Herrera, María Josefina Ruíz Piñeros, y Gloria Stella Suárez Roa llamaron a juicio a la ESE Hospital Regional San Antonio de Padua de Garagoa, con el fin de que se le condenara al pago de la diferencia entre lo cancelado y lo que ha debido pagar a cada una de ellas, de conformidad con lo establecido en la convención colectiva y a la ley, por los conceptos de prima de navidad, prima de servicios, prima de vacaciones, bonificación por servicios prestados, prima de antigüedad, vacaciones o su compensación en dinero, recargos por trabajo habitual en dominicales, festivos y nocturnos, intereses a la cesantías, indemnización por mora en el pago de los intereses a las cesantías liquidados con salarios inferiores a los devengados, la indexación sobre todas y cada una de las sumas que resulten a su favor, y las costas del proceso.


Fundamentaron sus peticiones, básicamente, en que son trabajadoras particulares activas de la demandada, vinculadas mediante contrato de trabajo a término indefinido, desempeñando el cargo de auxiliares de enfermería, con fechas de ingreso entre julio de 1973 y mayo de 1992; que durante los últimos tres años anteriores a la presentación de demanda, recibieron los beneficios de la convención colectiva del trabajo vigente en la entidad demandada, unas por ser afiliadas al sindicato suscribiente y otras por extensión por cuanto el sindicato tiene afiliados a más de la tercera parte del total de los trabajadores de la accionada. 

Manifestaron que a partir del 01 de enero de 1993 la convención colectiva de trabajo estableció la jornada máxima de trabajo, de 192 horas al mes desde 1993 hasta 1995, y de 176 horas mensuales a partir de 1996; que la entidad no aplicó lo acordado en dicha convención en lo relacionado con la liquidación de las horas de trabajo, y la jornada máxima, ya que para establecer el valor de la hora de trabajo y liquidar los recargos por trabajo habitual en dominicales, festivos, y en jornadas nocturnas laboradas por las demandantes, el hospital dividió la asignación básica mensual devengada por cada una de las trabajadoras por un factor igual a 240 horas mensuales [8 horas diarias por 30 días del mes], dando como resultado un valor de la hora trabajada inferior al que tienen derecho las trabajadoras según la convención y la ley, y en forma adicional un menor valor en la liquidación de las horas trabajadas en domingos, feriados y horas nocturnas, y en las prestaciones, bonificaciones, primas, y auxilios legales y convencionales que le corresponden; y que ya se ha proferido sentencias en los procesos ordinarios laborales 047 y 048 en la cual condenaron al Hospital demandado al reconocimiento de la diferencia salarial y prestacional aquí deprecada, y sin embargo, la demandada, al insistir en su negativa de efectuar el reconocimiento de los derechos solicitados, convierte su conducta en renuente y de mala fe respecto de los derechos legales y convencionales de las demandantes, circunstancia que la hace merecedora de las sanciones legales previstas, y a pagar los perjuicios ocasionados a las actoras por dicha conducta.

Finalmente indicaron, que el sindicato que suscribió las convenciones colectivas fue el de TRABAJADORES OFICIALES Y EMPLEADOS PUBLICOS DE LA SALUD DE BOYACÁ “SINTRASALUD BOYACA”, el cual se fusionó con el SINDICATO NACIONAL DE LA SALUD Y SEGURIDAD SOCIAL, “SINDES”, mediante resolución No. 02139 del 01 de septiembre de 1998; y además que la convención colectiva vigente para 1998 y 1999, estableció que en el evento de sustitución de patrono se respetarían los derechos adquiridos y se aplicaría lo dispuesto en el artículo 17 de la ley 10 de 1990.
En la primera audiencia de trámite, celebrada el 23 de marzo de 2000, el apoderado de las demandantes corrigió la demanda en los apartes relacionados con los medios probatorios. 

Al dar respuesta a la demanda, la parte accionada, se opuso a las pretensiones y, en cuanto a los hechos indicó, que la accionada no es un ente de derecho privado sino de derecho público, ya que mediante la Ordenanza departamental 026 del 17 de agosto de 1999, se transformó en una Empresa Social del Estado, por lo que las accionantes eran funcionarias públicas vinculadas a la administración. En cuanto a los hechos negó la calidad de trabajadoras activas, particulares, y vinculadas con contrato a término fijo de las demandantes; también negó la forma de liquidación de las horas de trabajo, y la consiguiente errada liquidación de las prestaciones sociales y auxilios legales y convencionales; sobre los demás hechos dijo que deberían ser probados, o que no se trataban de hechos sino de conceptos personales de la parte demandante. 
En su defensa propuso las excepciones de mérito de «falta de causa legal para iniciar la acción», y la de «falta de presupuesto legal, demanda en forma».
II. SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA

El Juzgado Civil del Circuito de Garagoa, Boyacá, a quien le correspondió el trámite de la primera instancia, mediante fallo del 10 de diciembre de 2003, absolvió a la entidad demandada de todas las pretensiones de la demanda.

III. SENTENCIA DE SEGUNDA INSTANCIA
La Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Tunja, Boyacá, a instancia de la parte demandante, mediante fallo del 3 de septiembre de 2009 confirmó la providencia de primera instancia.
En lo que interesa al recurso extraordinario, el Tribunal centró el debate jurídico en la interpretación de la norma convencional consagratoria de la jornada de trabajo, por ser este el tema propuesto en la alzada, y la pretensión sobre la cual descansa las demás peticiones.

Empezó manifestando, que en el caso concreto no hay necesidad de hacer uso del principio de favorabilidad en beneficio de los trabajadores, en caso de duda en la interpretación y aplicación de normas laborales, por cuanto las cláusulas pertinentes de las convenciones colectivas de trabajo 1993 – 1994, 1995, y 1996 – 1997 sobre jornada de trabajo y horas semanales y mensuales de trabajo, son claras, y permiten deducir de su texto que no se pactó ni se creó un nuevo horario de trabajo en la ESE demandada, y solo se estipuló «la posibilidad de cambiarlo siempre y cuando fuera conveniente y además de común acuerdo entre las partes, circunstancias a la que de verificarse, se le estableció un límite de 44 y 48 horas a la semana». Precisó que «Solo cuando alguna de las partes de la convención, esto es el Hospital o el sindicato, estimara un cambio en el horario y éste en efecto se llevara a cabo de común acuerdo, no unilateralmente, tal cambio no podía ser superior al límite allí impuesto, pues lo demás sería considerado como horas extras.»
Concluyó en los siguientes términos:

… debe entenderse que el pago de las horas extras luego de 176 y 192 horas de trabajo, si bien es cierto es una obligación que se pactó en la convención, también lo es que se trata de una obligación condicional, pues quedó sujeta a la condición de verificarse una variación en el horario de trabajo cuando fuera conveniente y de común acuerdo entre las partes de la convención, y en consecuencia hasta que tales premisas no ocurran, no es posible decir que la jornada máxima de trabajo era la que las demandantes reclaman; y así las cosas, teniendo en cuenta que dentro del expediente no existe prueba al respecto y además el tenor de la impugnación, que se concreta en la interpretación favorable de la norma y no en que en realidad se haya verificado la situación antedicha, es decir, que el Hospital y el Sindicato hayan estimado conveniente variar el horario de trabajo, para tener por cumplida la condición impuesta en el mismo texto convencional; no existe certeza ni claridad sobre la causación de horas extras pedidas, las cuales son el fundamento de la reliquidación de la acreencias laborales de cada una de las actoras.    
IV. RECURSO DE CASACIÓN  

Interpuesto por las demandantes, concedido por el Tribunal y admitido por la  Corte, se procede a resolver. 

V. ALCANCE LA IMPUGNACIÓN


Pretenden las recurrentes que la Corte case la sentencia recurrida, para que, en sede de instancia, se revoque la proferida por el A quo, y en su lugar se condene a la demandada a las pretensiones incoadas en su contra.
Con tal propósito formuló un solo cargo, por la causal primera de casación, que no mereció réplica por la parte demandada.
VI. CARGO ÚNICO 
Textualmente reza que «La sentencia es violatoria de la ley sustancial del orden nacional, por la vía indirecta, como consecuencia de manifiestos errores de hecho en que incurrió el ad quem debido a la apreciación errónea y a la falta de apreciación de documentos auténticos y a la falta de apreciación de la confesión ficta o presunta de la demandada, lo cual lo llevó a la aplicación indebida [de] los artículos 53 de la C.P. y 21 del C.S.T., en relación con los artículos 60, 61 y 145 del C.P.T.S.S., y 210 del C.de P.C. (Según doctrina de esa Sala, en los cargos por la vía indirecta, la falta de aplicación se asimila a la aplicación indebida.)»
Señaló como errores de hecho en que incurrió el Tribunal, los siguientes: 

1º. No dar por demostrado, estándolo, que la CLÁUSULA QUINTA, de las convenciones que obran a folios 337 a 356 y 328 a 332, contienen estipulaciones  relacionadas con los cambios de horario, pero también con la jornada máxima aplicable en la entidad demanda.

2º Dar por demostrado, sin estarlo, que las demandantes solicitan el pago de horas extras.

3º No dar por demostrado, estándolo, que lo pactado, respecto de la jornada máximo legal, en las convenciones citadas en el primer error, obligaba a la empleadora a tomarlo en cuenta para liquidar los recargos por trabajo en jornada nocturna dominical o festiva.
4º No dar por demostrado, estándolo que la demandada, liquida y paga los recargos por trabajo en jornada nocturna, dominical y festiva, por un valor inferior al que tienen derecho conforme a las convenciones colectivas suscritas para los años 1993 y 1994 y 1996 y 1997.

5º No dar por demostrado, estándolo, que el pago inferior a las demandantes se produce porque la demandada para establecer el valor de una hora de trabajo, no tuvo en cuenta que la jornada máxima legal establecida en su entidad era de 196 al mes para los años 1993 a 1995, y de 162 horas mensuales para los años subsiguientes, cifras que debió aplicar para dicho fin en su lugar de dividir por 240.

6º No dar por demostrado, estándolo, que al liquidar los recargos por trabajo en jornada nocturna, dominical o festiva, en la forma indicada en el error anterior, pagó los demás factores salariales citados en las pretensiones  de la demanda por un valor inferior al que tenían derecho las demandantes.
7º No dar por demostrado, estándolo, que las demandantes eran trabajadoras particulares, dada su vinculación a una entidad particular.

8º No dar por demostrado estándolo, que en su condición de trabajadoras particulares eran beneficiarias de la convención colectiva de trabajo suscrita y vigente en la entidad demandada.
Acusó como pruebas erróneamente apreciadas las convenciones colectivas vigentes para 1993 – 1994 (folios 337 a 356), y para 1996 – 1997 (folios 328 a 332), y como pruebas no apreciadas,

· [El] certificado de la DIAN donde consta el NIT otorgado a la demandada como contribuyente (folio 129).

· [El] Diario oficial donde se publicó el reconocimiento de personería jurídica a la demandada (folio 269).

· [La] Resolución 10661 aprobatoria de los estatutos del Hospital demandado (folio 270).  

· [Los] Estatutos del Hospital demandado (folios 271 a 284).
· [La] Constancia expedida por la Gobernación la Secretaría de Salud Departamental de Boyacá indicando que la entidad demandada no se ha liquidado (folio 285).

· [las] Resoluciones de vinculación de las demandantes (folios 24 a 32).

· [Los] Certificados de tiempos de servicios de las demandantes (folios 134 a 142).

· [La] certificación de afiliación al sindicato de las demandantes (folio 846).

· [La] Certificación sobre trabajadores a quienes se les efectúa descuento para los años 1993 a 2000 y 2001 (folios 133 y 664).

· [Las] Planillas de los salarios devengados durante los años 1993 a 2000 (folios 152 a 224).

· [Los] Intereses a las cesantías acumulados de 1993 a 1999 (folios 225 a 258).

· [Los] Cuadros de horarios de trabajo de las actoras entre enero de 1994 a noviembre de 2001 (folios 466 a 488 y 498 a 663).

· [El] Anexo No. 1 Convenciones usadas en los cuadros de horarios de las actoras, horas trabajadas, valor de los dominicales y nocturnos (folio 465).

· [La] Confesión ficta o presunta en que incurrió la demandada por no acudir al interrogatorio de parte (folios 88 y 89).   
Sobre el primero de los errores señalados, indicó que el contenido de la cláusula 5 de las convenciones colectivas de trabajo, permite concluir, a diferencia de lo estimado por el Ad quem, que dicha norma sólo se refiere a la posibilidad de pactar un cambio de horario de trabajo; que en ella se hace referencia a la duración máxima de la jornada laboral vigente en la empresa, la cual para la primera convención de trabajo se determinó que no pasará de 48 horas a la semana y de 192 horas al mes, y en el segundo acuerdo colectivo sería máximo de 44 horas semanales para 176 horas mensuales, jornada que aplica la demandada, según se puede constatar en los cuadros de horario, folios 465 a 488 y 498 a 663 no apreciados, de manera que la norma convencional debió interpretarse teniendo en cuenta el principio de la realidad.

Sobre el segundo de los errores, señaló que el Ad quem se equivocó al estimar que en la demanda se pidió el reconocimiento de horas extras, cuando en realidad se solicitó la reliquidación de unos emolumentos salariales y prestacionales.
Referente al tercer error endilgado, precisó que al señalar la cláusula convencional una jornada máxima legal semanal y mensual, ello obligaba a la demandada a tomar ese número de horas mensuales laborables para establecer el valor de la hora de trabajo en un mes, y a partir del costo de esta, liquidar los recargos; sin embargo, por la errada interpretación que hizo el juez colegiado de la norma respectiva del acuerdo convencional, esto no fue posible.

Respecto a los errores cuarto, quinto y sexto, informó que fueron producto de la misma equivocación del Tribunal al interpretar la cláusula convencional sobre la jornada de trabajo, y por eso entendió que lo que se reclamaba era el pago de horas extras, lo que conllevó no solo a liquidar erradamente los tiempos laborados por las demandantes dominicales, feriados y horas nocturnas, sino además, las prestaciones legales y convencionales que se derivan de la inclusión de los citados factores salariales en la base de cálculo.
    En lo tocante a los errores séptimo y octavo, acusó la sentencia de segundo grado por no referirse a la calidad de trabajadores particulares de las demandantes, y de beneficiarias de las convenciones colectivas de trabajo, conclusiones a las que habría llegado si hubiese apreciado en conjunto las pruebas documentales a que se hizo referencia como no valoradas, las que permiten establecer el carácter particular de la entidad demandada, y la no liquidación de la misma, siendo incuestionable su condición de empleadora de las demandantes.

Insistió en que también obra en el proceso constancia de que el representante legal de la demandada no acudió a responder el interrogatorio de parte que se le formularía, y que el apoderado de las demandantes adjuntó por escrito, circunstancia que de haber sido apreciada le hubiera permitido al Ad quem, a través de la confesión ficta o presunta, confirmar cada una de las conclusiones expresadas en la demostración del cargo formulado, y con ello revocar la sentencia de primera instancia y acceder a las pretensiones de la demanda. 

Concluyó que

1) La cláusula número 5, de las convenciones citadas, contienen por una parte la posibilidad de acordar modificaciones de horarios y contiene por otra la determinación explícita de que la jornada máxima aplicable en la entidad es la que allí se indica.
2) La demanda no hace referencia a pretensiones sobre horas extras.
3) La demanda busca que se re-liquiden los conceptos salariales mencionados en las pretensiones, partiendo de la base de que se liquidaron por un valor inferior al que tenían derecho debido a que la demandada al liquidar los recargos por trabajo en jornadas nocturnas, dominicales y festivas, dividió el salario por 240 horas, en lugar de dividirlo por 192 y 176, conforme a la jornada máxima establecida en las convenciones (….) y al hacer la división de esa forma de pago [arrojó] un valor inferior al que convencionalmente correspondía, circunstancia que a su vez hizo que se pagara menos por los demás conceptos salariales mencionados en las pretensiones de la demanda.
En segundo lugar, debe concluirse que al apreciar erróneamente tanto las convenciones citadas como el texto de la demanda, se dejaron de apreciar una serie de documentos relacionados con la naturaleza particular de la entidad demandada, la condición de empleadora de las demandantes para las épocas señaladas en la demanda, quienes a su vez tienen la calidad de trabajadores particulares y son beneficiarias de la convención colectiva de trabajo dado su carácter de afiliadas y aportantes al sindicato, lo cual ameritaba el reconocimiento de las pretensiones reclamadas en la demanda. (Resaltado en el texto original)  
VII. CONSIDERACIONES

Sea lo primero mencionar, que la proposición jurídica formulada en la demanda de casación, debió señalar como violados los artículos 467 y 476 del C.S.T., pues lo debatido en el proceso es un derecho de origen convencional, y esos preceptos son los que reconocen la validez a los acuerdos convencionales. En este sentido se pronunció la sentencia CSJ SL, 23 jun. 2006, rad. 27141:

Pero sucede que al perseguir la censura en sede de casación, según se lee en el alcance de la impugnación, que una vez quebrada la decisión impugnada, se revoque el fallo absolutorio del a quo, para en su lugar acceder a las pretensiones formuladas en la demanda inicial, entre ellas el pago triple de los dominicales y festivos “en la forma prevista por la compilación de las convenciones colectivas de trabajo vigentes en la empresa demandada”, así como al reajuste de prestaciones tanto legales como extralegales, y dado que la sustentación del recurso extraordinario dedica parte del discurso a demostrar que el actor era beneficiario de los convenios colectivos, que sirven de base para establecer el promedio salarial para liquidar los derechos salariales o prestacionales implorados, era menester que se acusar e integrara la proposición jurídica con la disposición legal que constituye la fuente de esta clase de derechos, estos es, los artículos 467 y 476 del C.S.T., lo cual no se hizo, ni se enuncia en el desarrollo del cargo.     

El anterior error, que no es susceptible de subsanación de oficio, es suficiente para que el cargo no prospere.

Con todo si se estudia de fondo la acusación, se llegaría a la misma conclusión del Ad quem, pero por razones diferentes, por lo siguiente:

Conforme al artículo 194 de la Ley 100 de 1993, la prestación de los servicios de salud en forma directa por la Nación o por sus entidades territoriales, se hará principalmente a través de empresas sociales del Estado, ESE, las que constituyen una categoría especial de entidad pública descentralizada. De acuerdo con el artículo 195 numeral 5 de la misma Ley, las personas vinculadas a dichas entidades tendrán el carácter de empleados públicos y trabajadores oficiales, conforme a las reglas del capítulo IV de la Ley 10 de 1990. Dicho aparte de esta última Ley señala en lo que interesa al recurso extraordinario, que en las entidades descentralizadas de orden territorial, son trabajadores oficiales aquellas personas que desempeñen cargos no directivos destinados al mantenimiento de la planta física hospitalaria, o de servicios generales en las mismas instituciones de salud, mientras que los demás son empleados públicos, unos de libre nombramiento y remoción y otros de carrera.

En el caso particular del Hospital Regional de Garagoa, es decir del Hospital Regional “San Antonio de Padua” de Garagoa, si bien se fundó a finales del siglo XIX, y en su devenir fue una entidad sin ánimo de lucro, luego un establecimiento público del orden departamental, cuyo personal tenía la naturaleza de empleados públicos, mediante la Ordenanza departamental de Boyacá número 026 del 17 de agosto de 1999 [folio 102 a 127], se le redefinió su naturaleza jurídica otorgándole la condición de empresa social del Estado, dotada de personería jurídica, descentralizada, de categoría especial del orden departamental, sometida al régimen jurídico de los artículos 194 y 195 de la Ley 100 de 1993, que en su artículo 24 expresa que sus funcionarios son por regla general empleados públicos y por excepción trabajadores oficiales, en los términos del capítulo IV de la Ley 10 de 1990, precisando que serán trabajadores oficiales «quienes desempeñen cargo no directivos destinados al mantenimiento de la planta física hospitalaria, o de servicios generales».

En el escrito introductorio de este proceso, las accionantes manifestaron que desempeñaban el cargo de auxiliar de enfermería en la entidad accionada [hecho 2], lo que se corrobora en cada uno de los actos de nombramiento, posesión, y certificaciones de trabajo expedidas por la llamada a juicio [folios 24 a 32, 134 a 142, y 143 a 151], cargo éste que no tiene relación alguna con actividades de mantenimiento de la planta física hospitalaria o de servicios generales, por lo que las recurrentes ostentan la calidad de empleadas públicas.

En este orden de ideas, y dada su categoría de empleadas públicas, las demandantes no podían estar cobijadas legalmente por convenciones colectivas de trabajo celebradas por la accionada con o para sus trabajadores oficiales. En efecto, las prerrogativas laborales derivadas de acuerdos colectivos de trabajo cuyos beneficiarios sean trabajadores oficiales, no se pueden hacer extensivas al personal de empleados públicos de las empresas sociales del Estado, dada las limitaciones que el derecho colectivo del trabajo ha impuesto; y además, porque desde el punto de vista constitucional, el Congreso es el que tiene la facultad de regular el sistema salarial y prestacional de los empleados públicos de cualquier orden, estando proscrito sobre este aspecto cualquier régimen que adopten las autoridades territoriales (artículo 150-19-e de la Constitución Política). En este mismo sentido se pronunció la sentencia CSJ SL, 23 jul. 2009, rad. 35399:
Adicionalmente, es pertinente precisar, que como no es factible jurídicamente aplicarle a un empleado público una norma convencional, máxime que la fuente legal de esta clase de derechos que lo es el artículo 467 del Código Sustantivo del Trabajo, se refiere expresamente a que las condiciones a fijar regirán son los <contratos de trabajo>; se colige que los empleados públicos de la Empresa Social del Estado Rafael Uribe Uribe, que a partir de la escisión del ISS que se produjo el 26 de junio de 2003 dejaron de estar vinculados por una relación contractual laboral, como ocurrió con la demandante, no pueden beneficiarse de la convención colectiva de trabajo; salvo que de conformidad con el artículo 18 del Decreto 1750 de 2003, se trate de un derecho adquirido ya sea legal o convencional que se hubiera consolidado con antelación a la escisión del Instituto de Seguros Sociales y bajo la condición de trabajadora oficial; que no sería el caso del reconocimiento o re liquidación de la pensión de jubilación implorada en esta litas en los términos del artículo 98 convencional, por haberse causado el derecho como atrás se dijo el 16 de Diciembre de 2004 siendo la accionante empleada pública.

Por último, bajo el supuesto de que fuese cierto que las accionantes recibieron beneficios convencionales durante los tres últimos años anteriores a la presentación de la demanda, ello no significa que ganaron la condición de trabajadoras oficiales o de naturaleza particular, pues las funciones que cumplían cada una de ellas, no estaban relacionadas con el «mantenimiento de la planta física hospitalaria, o de servicios generales», a lo que se adiciona que el haber recibido tales beneficios, no la virtud de modificar la naturaleza del vínculo laboral, que como se vio, corresponde a una definición de carácter legal.
El cargo no prospera.   

Costas en el recurso extraordinario a cargo de la recurrente, para lo cual se señalan como agencias en derecho la suma de $3.150.000. 

IX. DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, la Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Laboral, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, NO CASA la sentencia dictada el tres (3) de septiembre de dos mil nueve (2009) por el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Tunja, dentro del proceso ordinario laboral seguido por Teresa Pabón Torres, Rosa María Junco Páez, Gloria María Gutiérrez, Blanca Lilia Martín Ávila, Flor Ángela Mora de Díaz, María Antonia Piñeros Novoa, María Marina Quintero Herrera, María Josefina Ruíz Piñeros, y Gloria Stella Suárez Roa contra la ESE Hospital Regional San Antonio de Padua de Garagoa.
Costas a cargo de la parte recurrente y a favor de la entidad demandada.
Cópiese, notifíquese, publíquese, cúmplase y devuélvase el expediente al tribunal de origen.

RIGOBERTO ECHEVERRI BUENO

Presidente de la Sala
JORGE MAURICIO BURGOS RUIZ
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